	En Mendoza, a los veinte días del mes de diciembre del dos mil once siendo las doce horas, reunidos en la Sala de Acuerdos de esta Excma. Cuarta Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario, los señores Jueces titulares, trajeron a deliberación para resolver en definitiva estos autos Nº 162.530/32.402, caratulados "Biondini César Francisco c/Herrera Rodolfo Rubén y Ots. p/D. y P.", originarios del Primer Juzgado Civil, venidos a este Tribunal en virtud de los recursos de apelación interpuestos a fs. 904/905 por Mutual Rivadavia, Autotransportes Andesmar S.A., María Elina Benegas y Juan Pablo Vallone por sí, a fs. 907 por la parte actora, a fs. 909 por la perito médico S. A., a fs. 918 por María Azucena Di Giuseppe y José María Nahman, ambos por su propio derecho, y en representación del codemandado Rodolfo Rubén Herrera, en contra de la sentencia obrante a fs. 881. 

Practicado a fs. 1005 el sorteo establecido por el Art. 140 del Código Procesal Civil, se determinó el siguiente orden de votación: Dres. Sar Sar, Leiva y Ábalos. 

De conformidad con lo dispuesto por el Art. 160 de la Constitución de la Provincia de Mendoza, se plantean las siguientes cuestiones a resolver: 

Primera cuestión: 

¿Debe modificarse la sentencia en recurso? 

Segunda cuestión: 

¿Costas? 

Sobre la primera cuestión propuesta la Sra. Juez de Cámara, Dra. Mirta Sar Sar, dijo: 

I. Llega en apelación la sentencia que glosa a fs. 881, por la cual la señora Juez "a-quo" hizo lugar parcialmente a la acción entablada. 

Fundados y contestados los recursos de apelación, a fs. 1005 queda la causa en estado de sentencia. 

II. LA SENTENCIA RECURRIDA. 

El sentenciante, luego de analizar los presupuestos de la responsabilidad civil, hace lugar parcialmente a la demanda. Acoge los rubros, incluido el lucro cesante, el que cuantifica en la suma de $50.000, estableciendo un monto total indemnizatorio de $550.000 a la fecha del hecho, con los intereses de la ley 4087 hasta la sentencia y a partir de allí los intereses de la ley 7198 hasta el efectivo pago. 

Regula los honorarios de los peritos en la suma de $3.670 por lo que prospera la demanda y en la suma de $5.000 por la suma que se morigera. 

En la aclaratoria de fs. 923, cita el fallo Blandini del superior Tribunal de la provincia y el fallo Carboni de la Segunda Cámara de Apelaciones, y dispone que los honorarios regulados a los peritos sobre la base de la indemnización que se redujo son a cargo de quien motivó u observó la pericia. 

III. LA EXPRESION DE AGRAVIOS y SU CONTESTACION. 

A fs. 954 expresa agravios la parte actora. La crítica se circunscribe a la regulación de honorarios efectuada a los peritos intervinientes en autos. 

El Sr. Juez, al regular honorarios, tiene en cuenta el monto de condena de $550.000, y en virtud del mismo regula a los peritos la suma de $3.670. Luego, por la suma que se morigera -la cual no establece, pero que la apelante calcula en la diferencia entre lo reclamado y lo acogido-, regula a los peritos la suma de $5.000. Señala que existe arbitrariedad en la regulación por apartarse de los textos legales y regular honorarios en la proporción en la que se morigera el monto pretendido. Que no se da el supuesto del caso Y., donde si bien se reguló al perito por lo que prosperaba y lo que se rechazaba la demanda, ello obedecía que se atribuyó a la víctima un porcentaje de responsabilidad del 40%, lo que no ocurre en el caso de autos. 

Que por lo expuesto, solicita se deje sin efecto la regulación efectuada a los peritos por la suma de $5.000 que tiene como base la reducción de rubros. 

A fs.959 contesta el demandado Rodolfo Herrera. Comparte la posición asumida por el "a quo" respecto a la doble regulación efectuada, aunque estima que el juzgador invirtió las regulaciones, ya que otorgó una suma mayor por lo que se morigeraba que por lo que se acogía, por lo que estima que deben reducirse los honorarios regulados a los peritos por el monto en que se morigera la indemnización. 

A fs. 969 contesta la citada en garantía y coincide con la actora respecto a la revocatoria de la sentencia. 

A fs. 986 Autotransportes Andesmar S.A. contesta los agravios de la actora y adhiere a sus fundamentos. 

A fs. 566 expresa agravios la citada en garantía. Critica la sentencia en el resolutivo IV y en la aclaratoria de fs. 923/924. 

Estima, que no corresponde regular honorarios por lo que se morigera o reduce el monto reclamado en la demanda, pues ha existido una fijación de montos indemnizatorios de rubros que están sujetos al prudente arbitrio judicial. 

También se agravia por cuanto en la aclaratoria de fs. 923/924 se dispuso que la obligación de pagar los honorarios regulados a los peritos sobre la base de la indemnización que se redujo, son a cargo de quien motivó u ofreció la pericia, invocando como fundamento el Art. 38 del C.P.C. 

Estima, que este dispositivo no tiene base legal, pues en esta parte de la demanda no hay litigante vencedor o vencido, ni tampoco una inconducta procesal que justifique cargar con las costas, por lo que solicita se modifique la sentencia tanto en las regulaciones efectuadas en lo que se redujo el monto, como respecto a quien debe responder por tales honorarios. 

A fs. 972 contesta la actora y adhiere a los argumentos vertidos en la expresión de agravios por la citada y la demandada. 

A fs. 975 expresa agravios el codemandado Rodolfo Rubén Herrera. Solicita se deje sin efecto el monto de condena por lucro cesante, pues no ha existido prueba al respecto.Objeta la regulación de honorarios practicada a los peritos, entendiendo que la misma debe efectuarse según la incidencia que cada pericia ha tenido para la sentencia. 

A fs. 980 la actora contesta agravios. Señala que el actor ya ha percibido el capital e intereses que formaron parte del monto de condena. En relación a la regulación de los peritos, refiere a lo expresado al momento de expresar agravios. 

A fs. 995 el perito G. S. F. contesta los agravios formulados por la actora y demandadas y solicita el rechazo de los recursos, por entender que la regulación resulta ajustada, dado que la demanda no prosperó por la suma de $500.000. Que respecto a los honorarios del perito contador, estima que debería declararse la inconstitucionalidad de la ley 7198 y aplicarse la tasa activa para los intereses. 

Los peritos S. A., D. E., A. T. y J. A. Y., debidamente notificados de las expresiones de agravios formuladas por actora y demandados, no contestan, quedando la causa a fs. 1005 con autos para sentencia. 

IV. ANALISIS DEL CASO DE AUTOS. 

1.- Del análisis de las expresiones de agravios formuladas, tanto por la actora, como la demandada Autotransportes Andesmar S.A., Rodolfo Rubén Herrrera y citada en garantía, se desprende que los mismos se circunscriben a dos aspectos: 

a) La regulación de los honorarios efectuada a los peritos por el monto en lo que se morigera la condena, que asciende a $5.000 para cada uno de ellos; y 

b) La carga del pago de los mismos a quien propuso la medida o el trabajo. 

Sabido es, que las costas, como instituto procesal, tienen su fundamento en nuestro derecho, en el principio objetivo del vencimiento. El principio general seguido por el Art. 36 del C.P.C. responde a la doctrina chiovendana de la derrota, tal como la misma nota del artículo lo pone de relieve, admitiéndose el criterio subjetivo, en los supuestos excepcionales de los parágrafos III, IV y V.En este último, se admite que el vencedor sea condenado en costas o se impongan por su orden, cuando el contrario no dio motivo a la demanda o articulación y se allanó de inmediato haciendo entrega o depositando lo debido . 

Sobre la base del principio general de aplicación de costas a quien resulta condenado, el Sr. Juez reguló honorarios a los peritos en la suma de $3.670 a cada uno, lo que no ha sido motivo de agravio. 

El tema en discusión está dado por las regulaciones por lo que se morigeró el monto de condena, y la determinación de quien debe asumir tales honorarios. 

Una posición doctrinaria y jurisprudencial, entiende que frente al acogimiento parcial de la demanda en un proceso de daños, el demandado vencido debe asumir la totalidad de las costas del proceso, aún cuando no prosperen los rubros reclamados o cuando el monto indemnizatorio otorgado sea sensiblemente menor al solicitado por el damnificado, al ser las costas parte de la reparación integral. (Kiper, Claudio, Proceso de Daños, Tomo II, 2da edición, pag. 348). 

Otra postura, a la que adherimos, estima que en los supuestos de vencimientos parciales y recíprocos, las costas deben distribuirse entre las partes atendiendo a la proporción de aquellos (Zavala de González Matilde, Resarcimiento de daños Tomo 3, pag.386). 

El tema no presenta dudas en aquellos supuestos de rubros de fácil cuantificación, y cuando éstos han sido rechazados en forma cualitativa. 

En casos de peticiones supeditadas a prueba o al arbitrio judicial, donde el actor ha efectuado una estimación meramente provisional, sujeta al resultado de la prueba y, a la postre, la pretensión resulta acogida en la sentencia con una disminución de los montos, el problema se plantea tanto respecto a la imposición de las costas, como a la base regulatoria. 

Sobre el particular, se ha sostenido que si la estimación originaria del actor era condicionada y no lisa y llana, y se subordinaba a factores de cuyo esclarecimiento dependía "ab initio" el monto del juicio, y la sentencia fija un monto menor, no puede considerarse que allí medió exceso en la reclamación ni diferencia entre lo pedido y lo acordado, concluyendo que en tal caso, sobre la diferencia entre la cantidad contenida en la demanda y la indemnización conferida, no cabe asunción de costas por el actor. Salvo plus petitio inexcusable (Confr. Zavala de González, El proceso de daños y estrategias defensivas, ed. Juris pag. 617). 

En este orden d e ideas, la Suprema Corte de Justicia de Mendoza, por mayoría, ha sostenido que "las acciones de daños y perjuicios en las que la suma inicialmente reclamada queda sujeta a la limitación en función de la prueba, no deben, en principio, ser incluidas en el párrafo b) del Art. 4 ley 3641, salvo el caso de situaciones de evidente irrazonabilidad en la petición, o rechazo de algún rubro por su cualidad" y que "en los procesos por indemnización de daños y perjuicios, cuando el reclamante ha sujetado el monto del resarcimiento a las resultas de las probanzas efectivas, dejando en última instancia la estimación del daño librada a la prudencia y discrecionalidad del juzgador, no resulta aplicable la norma del Art. 4 inc. b) ap.b) ley 3641, en tanto la prohibición fáctica en ella contenida no se hace presente en tales casos". 

En ese precedente, la minoría afirmó que "no es mera circunstancia de estar frente a un juicio por daños y perjuicios, ni la introducción de la fórmula "y/o lo que en más o menos" la que libera del pago parcial de las costas, sino el tratarse, como en el caso sub iuditio, de la determinación, en la sentencia, de rubros que dependen exclusivamente del libre arbitrio judicial; éstas corresponde cargarlas al vencido; no así en cuanto a los otros rubros rechazados, que deberán imponerse al actor en cuanto no fueron acogidas". (Fallo Nº: 85199195, Sala: 1, 28/06/1985, expediente Nº 41.999 "Chogris Luis Alberto en J: Chogris Luis Alberto c/Fides Compañía Argentina de Seguros y Raúl Jorge Mancabelli y Elsa María Mancabelli p/Sumario Casación", LS 189:177; la Corte también trató el tema en otros precedentes: fallo de fecha 31/10/1996, expediente Nº 56.725, "Sassi de Villanueva Celma Inés en J: Sassi de Villanueva Celma Ines c/Jorge Guillermo Picazo Rivera y C.E.C.I.C. S.R.L. p/Daños y perjuicios s/Casación, LS 268:302; 25/02/1998, expediente Nº 61.834, "Barrera Juan Carlos en J: Barrera Juan Carlos en j: Barrera Juan Carlos c/Juan Ángel Marmilli Giacinti p/Casación, LS 277:423). 

Ahora bien, siguiendo este principio, la sentencia en un primer lugar aplicó las costas a la demandada en lo que prospera la demanda, no imponiéndolas a la parte actora por la parte que no prospera. Y es que, en realidad, en los supuestos en que los rubros se acogen en su totalidad, aun cuando no prosperen cuantitativamente por tratarse de rubros sujetos al prudente arbitrio judicial, debe entenderse que la demanda ha prosperado "in totum". 

Es también en función de este principio, que la regulación efectuada a los peritos, por la parte que se morigera la demanda y el hacer recaer el pago de éstos a cargo de quien motivó u ofreció la pericia, resulta errada. 

Como bien lo señala el apelante a fs. 966, el Art. 38 
del C.P.C. citado en la aclaratoria solo permite a los peritos ejercer la opción de cobrar los honorarios del condenado en costas o de quien motivó u ofreció la pericia, respecto de los honorarios incluidos en dicha condena. La parte demandada fue condenada en costas por la parte que prospera y no existió condena en costas a la actora en la medida en que la demanda fue acogida en su totalidad. 

No corresponde en consecuencia regular honorarios a los peritos por la parte que se morigera el monto de condena, ni tampoco disponer que éstos sean a cargo de quien propuso la medida o pericia. 

El mismo Juez cita el fallo Blandini de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, donde se señala que la reducción de montos indemnizatorios conforme lo establece el Art. 1069(rfe:leg1308.1069) del C. Civil, no debe ser estimada como rechazo de la demanda cuando se trata de una facultad ejercida prudencialmente, debiendo regularse los honorarios profesionales sobre la base de los montos efectivamente acogidos. El argumento que esgrime el "a quo" para apartarse del citado fallo carece de fundamentos jurídicos y contraría lo sostenido mayoritariamente por la doctrina y jurisprudencia.Por lo expuesto, debe hacerse lugar a la apelación planteada por las partes y revocar la sentencia en el punto IV del resolutivo, dejando sin efecto la regulación de honorarios practicada a los peritos en lo que se morigera el monto de condena, quedando subsistente la regulación de $3.670 para cada uno de ellos por lo que prospera la demanda. Como consecuencia de ello, también debe revocarse dejándose sin efecto, el punto I de la parte resolutiva de la aclaratoria de fs. 923/924. 

En cuanto al pedido de inconstitucionalidad de la ley 7198 que formula el perito G. S. F. a fs. 995 cuando contesta los agravios formula-dos por la actora y demandadas, no corresponde su trato, pues el mismo no apeló la sentencia, quedando firme lo relativo a la tasa de interés aplicable. 

2.- Apelación del co-demandado Rodolfo Rubén Herrera. 

La queja del co-demandado Rodolfo Rubén Herrera se extiende a la condena por lucro cesante, solicitando se rechace el rubro por no haber existido prueba al respecto. 

Conforme resolviera este Tribunal en autos 33.542/23.740, caratulados "Palacios, Ricardo A. c/Julio Agustín Di Nasso, Armando Daniel Grando, Segurcoop y La Mercantil Andina Cía. Argentina de Seguros S.A. p/D. y P.(Accidente de Transito)" El "lucro cesante" puede definirse como las ganancias concretas o sumas de dinero que el damnificado dejó de percibir durante el tiempo de incapacidad hasta que se curaron sus heridas; quedando entonces fuera de su ámbito las utilidades eventuales que la víctima podría haber ganado con posterioridad al siniestro, en caso de no haberse producido; en tanto la incapacidad sobreviniente, pretende el resarcimiento de los daños que derivan de las lesiones permanentes, pero parciales, no sólo en el ámbito laboral sino también en la vida de relación, evaluando por consiguiente la imposibilidad de la víctima de producir en el futuro. 

Dicho en otros términos, "el lucro cesante comprende las ganancias dejadas de percibir como consecuencia directa del accidente durante el lapso que los tratamientos de las lesiones sufridas y la convalecencia le impidieron a la actora trabajar, pero no abarca la disminución de ingresos provenientes de la incapacidad sobreviniente". (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala C, 23/04/1993, "de Ferre, Juana A. c. Silva, Julio S.", LA LEY 1994-A, 357 - DJ 1994-2, 20). 

Con la determinación de una indemnización por el lucro cesante se tiende a resarcir las sumas concretamente dejadas de percibir a raíz del hecho dañoso; que se refieren a un término determinado de tiempo, desde el accidente hasta el restablecimiento de la víctima o hasta el momento en que se dio de alta al lesionado. 

Es así que: "Si existió una total inmovilidad durante determinado lapso, que impidió a la víctima desplegar actividad alguna, tal como acontece en el sub-lite, este perjuicio denominado lucro cesante es independiente del otorgado por incapacidad parcial -distinto podría ser si esta última fuese total- dado que, por un lado se miden diferentes circunstancias, y por el otro, que aquí adquiere relevancia lo que el sujeto, aun medianamente incapacitado, pudo desarrollar para obtener ingresos de dinero" (CNCiv., sala E, "Meozzi, Armando H. c. Repetto, Martín J. y otros s/Sumario", 8/6/90); es que:"El lucro cesante conjuga las pérdidas experimentadas durante el tiempo de inactividad o disminución de la actividad laboral, es decir, que responde a la incapacidad parcial o total, pero transitoria. Por el contrario, la incapacidad permanente debe ser resarcida con la independencia de que la víctima de un accidente de tránsito no haya dejado de ganar, pues atiende a la integridad física como valor indemnizable" (CNCiv., sala E, "Nehmad, José y otro c. Imperiale, Marcelo D. s/Sumario", 1/3/93). (Cit. por DARAY, Hernán. "Incapacidad temporaria. Merma transitoria de la vida extraproductiva". LA LEY 1999-B, 1203). 

Sobre esta cuestión, expresa que el Código Civil define el lucro cesante como "la ganancia de que fue privado el damnificado por el acto ilícito", y lo declara resarcible como un capítulo del daño patrimonial, al lado del perjuicio efectivamente sufrido o daño emergente (Art. 1.069); atendiendo a lesiones a la integridad personal (heridas u ofensas físicas) el Art. 1.086 dispone que la indemnización comprende todas las ganancias que el ofendido dejó de hacer hasta el día de su completo restablecimiento. 

Las ganancias frustradas son resarcibles aunque la víctima no se haya restablecido o no lo haya logrado totalmente; es decir, si queda en situación de incapacidad y a raíz de ésta padece algún lucro cesante. En cualquier caso, el lucro cesante equivale al cercenamiento de utilidades o beneficios materiales susceptibles de apreciación pecuniaria; es decir, a la pérdida de algún enriquecimiento valorable desde un enfoque económico. La nocividad que no incide inmediata o mediatamente en el ámbito productivo debe ser valorada dentro del daño moral. 

El lucro cesante debe ser cierto, pero esta certeza es siempre relativa, pues se apoya en un juicio de verosimilitud, pero sin exigir seguridad o infalibilidad. Se requiere el aporte de circunstancias objetivas que autoricen a inferirlo, debiendo descartarse el que sólo reposa en aspiraciones, imaginación o deseos de la víctima, sin real sustento en los hechos. 

El lucro cesante debe ser probado.La certeza que debe revestir el lucro cesante, aunque sea relativa, impone demostrar el perjuicio alegado. La prueba de las lesiones y de la consecuente inmovilización de la víctima por sí sola no permite concluir en la producción de un lucro cesante. Es que la acreditación debe poner de relieve el daño mismo (las utilidades o ganancias frustradas) y no sólo la situación lesiva que constituye su génesis. Es posible que la inactividad de la víctima no haya aparejado algún desmedro productivo y, por lo tanto, es menester que tal posibilidad sea despejada por el actor, a fin de aceptar que el hecho ha ocasionado consecuencias económicas disvaliosas desde la perspectiva a quí examinada. 

No obstante y en general, la prueba del lucro cesante sólo resulta factible por vía presuncional, porque se refiere a beneficios únicamente probables y además, el suceso lesivo ha coartado el curso de los acontecimientos en cuyo devenir aquellos podrían haberse obtenido. El actor debe aportar circunstancias objetivas que permitan inducir que las ventajas se habrían previsiblemente logrado de no ocurrir el hecho perjudicial. No puede aspirarse a infalibilidad ni a certeza matemática, sino a un juicio de verosimilitud sobre un curso de los hechos favorable para el pretensor que el acontecimiento lesivo ha interrumpido definitivamente. (ZAVALA DE GONZÁLEZ, Matilde, "Tratado de daños a las personas. Disminuciones psicofísicas", Buenos Aires, Astrea, 2.009, Tomo I, pág.407 y sgtes.). 

Está claro, que el rubro lucro cesante, en caso de incapacidades físicas, sólo puede ser justipreciado hasta el día del alta médica, o sea hasta el día en que duró la convalecencia, pues a partir de allí, sólo cabe reclamar eventualmente por la incapacidad sobreviniente si es que efectivamente se consolidó una secuela incapacitante. 

En el caso traído a resolución, la actora acreditó su profesión de viajante y su inscripción en la AFIP Categoría T 3 CAT 1 para noviembre de 1992. 

Que incluso, existen declaraciones juradas en la AFIP para los años 2001 a 2004. 

Se acreditó asimismo, las importantes secuelas incapacitantes, y el extenso tiempo de inmovilidad del actor hasta la determinación de su incapacidad definitiva,. 

Sobre esta base, acreditada la actividad lucrativa, corresponde hacer lugar al rubro, estimando el mismo conforme lo hiciera el Sr. Juez "a quo", de conformidad a lo dispuesto por el Art. 90 inc. 7 del C.P.C. Por ello, el agravio debe ser desestimado. ASI VOTO. 

Sobre la misma y primera cuestión propuesta el Sr. Juez de Cámara, Dr. Claudio F. Leiva y la Sra. Juez de Cámara, Dra. María Silvina Ábalos, dijeron: 

Que por lo expuesto precedentemente por el miembro preopinante, adhieren al voto que antecede. 

Sobre la segunda cuestión propuesta la Sra. Juez de Cámara, Dra. Mirta Sar Sar, dijo: 

Atento como se resuelve la primera cuestión, las costas de Alzada deben ser soportadas por el codemandado apelante Rodolfo Rubén Herrera que resulta vencido en esta instancia impugnativa, sin que deba regularse honorarios a la parte actora, que no contesto el recurso en este aspecto. (Arts. 35 y 36 
del C.P.C.). 

Respecto a la apelación referida a los honorarios profesionales de los peritos intervinientes en la presente causa, en relación a la morigeración del monto de condena, atento a la índole de la cuestión planteada, no corresponde imposición de costas (Art.40 del C.P.C.). 

Sobre la misma y segunda cuestión propuesta el Sr. Juez de Cámara, Dr. Claudio F. Leiva y la Sra. Juez de Cámara, Dra. María Silvina Ábalos, dijeron: 

Que por las mismas razones adhieren al voto que antecede. 

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, pasándose a dictar sentencia definitiva, la que a continuación se inserta. 

SENTENCIA: 

Mendoza, 20 de diciembre del 2011. 

Y VISTOS: 

Por las razones expuestas, el Tribunal 

RESUELVE: 

1º) Acoger los recursos planteados por la actora, demandadas y citada en garantía y, en consecuencia, modificar la parte resolutiva de la sentencia en el punto IV, dejando sin efecto lo dispuesto en la aclaratoria de fs. 923/924, quedando redactado en los siguientes términos: "IV. Regular los honorarios profesionales del Perito Médico Traumatólogo L. D., Perito Ingeniero Civil D. E., Perito Psiquiatra A. T., Perito Neurólogo J. Y., Perito Contador G. F. y Perito Médico Clínica S. A. en la suma de PESOS TRES MIL SEISCIENTOS SETENTA ($3.670) a cada uno de ellos, fijados a la fecha del fallo de primera instancia (Art. 1627 del C. Civil)."  

2º) No imponer costas por estos recursos, atento a la naturaleza de la cuestión planteada (Art. 40 del C.P.C.). 

3º) Rechazar el recurso de apelación planteado por el codemandado Rodolfo Rubén Herrera respecto al pedido de rechazo del lucro cesante. 

4°) Imponer las costas de Alzada por éste recurso al codemandado Rodolfo Rubén Herrera (Arts. 35 y 36 del C.P.C.), sin que correspondan honorarios a la parte actora que no contestó el recurso en este aspecto. 

5°) Regular los honorarios de los profesionales intervinientes en esta vía impugnativa, de la siguiente forma: a los Dres. José Maximiliano Nahman y María Azucena Di Giuseppe en las sumas de PESOS . ($.) y .($.), respectivamente  (Arts. 3, 15 y 31 de la Ley Arancelaria). 

Cópiese, regístrese, notifíquese y bajen. 

Dra. Mirta Sar Sar. Juez de Cámara  

Dr. Claudio F. Leiva. Juez de Cámara  

Dra. María Silvina Ábalos. Juez de Cámara  

Dra. Andrea Llanos. Secretaria de Cámara 


